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I. LA MOCION DE CENSURA EN EL AMBITO MUNICIPAL

La mocién de censura en el Régimen local ha sido uno de los
temas mas debatidos en los ultimos afios, tanto en el dmbito de la
politica local como en la jurisprudencia de nuestros mas altos Tri-
bunales. No es casual, por ello, que la mocién de censura de los
Presidentes de Corporaciones locales haya sido objeto de especial
atencion tanto por parte de la Ley Reguladora de las Bases del Ré-
gimen local, como por la Ley de Régimen Electoral General, a la
-que corresponde su regulacién sustantiva.

La Ley 7/1982, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régi-
men local, en su articulo 22, 3, establece:
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«Pertenece igualmente al Pleno la votacién sobre la mocién de
censura al Alcalde, que se rige por lo dispuesto en la legislacién
electoral general».

En iguales términos recoge tal competencia el parrafo 3 del ar-
ticulo 33, respecto al Pleno y Presidente de la Diputacién.

Nos centraremos inicialmente en la mocién de censura en el
ambito municipal.

La remision del transcrito parrafo 3 del articulo 22 ha de enten-
derse hecha al articulo 197 de la Ley Orgénica 5/1985, de 19 de junio,
de Régimen Electoral General, segun el cual:

1. El Alcalde puede ser destituido de su cargo mediante mocién
de censura adoptada por la mayoria absoluta del ntimero
legal de Concejales.

2. La mocién debe ser suscrita, al menos, por la tercera parte
de los Concejales e incluir el nombre del candidato propues-
to para Alcalde, quien quedara proclamado como tal en caso
de prosperar la mocién de censura.

3. A los efectos previstos en el presente articulo, todos los Con-
cejales pueden ser candidatos.

Hasta llegar a esta redaccién, la mocién de censura al Alcalde
pas6 en el debate parlamentario por distintas vicisitudes; funda-
mentalmente, su trasvase del proyecto de Ley Reguladora de las
Bases de Régimen local, que inicialmente afrontaba su completa re-
gulacion, al de la Ley Electoral, con el significado consiguiente a su
inclusién en la Ley Organica (1), que posteriormente analizaremos.

El texto del articulo 21 del Proyecto de Ley Reguladora de las
Bases del Régimen local, aprobado inicialmente por el Consejo de
Ministros (2), establecia en su parrafo 3 lo siguiente:

«Pertenece igualmente al Pleno la votacién sobre la mocién de
censura al Alcalde, que sélo podra adoptarse por mayoria de dos:
tercios del nimero legal de Concejales.

(1) Es en el trdmite de ponencia en el Senado cuando, aceptdndose una enmienda
del Grupo Popular, se opt6é por convertir el articulo 22, 3, de la LRBRL en una simple
remisién a la legislacién electoral general (Boletin Oficial de las Cortes Generales,
Senado, serie II, nim. 215, d), del 12 de febrero de 1985, pag. 287).

(2) Publicado en el Boletin Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los
Diputados, serie A, nim. 97-1, del 3 de abril de 1984.
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La mocion debe ser suscrita por, al menos, la tercera parte de
los Concejales e incluir el nombre del candidato propuesto para
Alcalde, quien quedara proclamado como tal en caso de prosperar
la mocién.

Sélo podran ser candidatos los Concejales que figuraron en los
tres primeros puestos y, en su caso, los siguientes por el orden de
las listas electorales cuando alguno de aquéllos hubiera perdido la
condicién de Concejal. Ningtin Concejal puede suscribir durante su
mandato mas de una mocién de censura».

Como se vera, las modificaciones concretas de la inicial redac-
cién han tendido a facilitar el planteamiento de la mocién por
dos vias:

a) Exigencia de mayoria absoluta, y no de dos tercios, para la
adopcién de la mocién.

b) Ampliacién a todos los Concejales, y no sélo a los tres pri-
meros de cada lista, de la posibilidad de ser candidato a la Alcaldia
por esta via.

En este sentido, aunque en una u otra direccién, se movieron la
mayoria de las distintas enmiendas presentadas, tanto en el debate
del articulo 22, 3, de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen
local, como en el articulo 197 de la Ley Orgéanica de Régimen Elec-
toral General, pero en ningun caso se cuestioné la misma admisién
de la figura.

Tal recepcién de la mocién de censura se produce, ademas, y es
importante destacarlo desde ahora, sin alterar, salvo en aspectos
irrelevantes a estos efectos, el sistema de eleccién de Alcalde. Asi,
el articulo 196 de la Ley Electoral es sustancialmente igual al 28, 3,
de la Ley de Elecciones locales, a excepcién de las especialidades
introducidas para Municipios comprendidos entre 100 y 250 habitan-
tes y la sustitucién del criterio de la edad por el del sorteo para
dirimir posibles empates. Por lo demas, y en lo que ahora interesa,
se mantiene la exigencia de encabezar la respectiva lista electoral
para ser candidato a la Alcaldia y la posibilidad de ser proclamado
Alcalde, sin la mayoria absoluta del voto de los Concejales, por
encabezar la lista de mayor numero de votos populares.
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1. LA MOCION DE CENSURA COMO TECNICA DE RELACION
ENTRE LOS PODERES LEGISLATIVO Y EJECUTIVO

Los articulos 197 de la Ley Orgénica de Régimen Electoral Ge-
neral y 22, 3, de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen local
suponen la introduccién en el Régimen local de una técnica propia
de las relaciones entre el Poder legislativo y el ejecutivo, entre Par-
lamento y Gobierno. En efecto, la mocién de censura es, en los regi-
menes de divisién de poderes, una especie de flexibilizacién o mo-
dulacién de la absoluta separacién de poder, en tanto que hace
depender la permanencia del Gobierno de la voluntad del Parla-
mento en cualquier momento de la legislatura y no sélo en la inves-
tidura (3). Por ello, no sin razén, se califica a estos regimenes de
separacién de poderes «elastica» o «matizada» frente al régimen
presidencial o de separacion «rigida» o «tajante» (4).

Naturalmente, su reconocimiento o negacién no es una opcién
auténoma separable del marco general de relaciones entre los po-
deres constitucionales y, concretamente, entre Parlamento y Go-
bierno. Por el contrario, es el resultado de una decisién previa: La
forma de elecciéon del Jefe del Gobierno. Cuando éste deriva su
mandato de una elecciones especificamente encaminadas a su pro-
clamacién y con sufragio universal, directo o indirecto, no es posi-
ble conceder al Parlamento poder para destituir al elegido por los
ciudadanos. No sélo la ldgica institucional del sistema veda tal
posibilidad. El origen popular del Presidente, salido de unas elec-
ciones de ambito nacional, a diferencia de los parlamentarios, le
confiere una legitimacién y un prestigio que hacen politicamente
dificil la articulacién de la censura. Basta para corroborarlo la ex-
periencia francesa, en donde la superposicién, sobre un régimen
parlamentario, de la eleccién por sufragio universal del Presidente
de la Republica ha sido suficiente para alterar las relaciones entre
los poderes, potenciando al Ejecutivo hasta el punto de ser confi-

(3) Concretamente, «la mocién de censura ha sido considerada tradicionalmente
como una caracteristica imprescindible de los sistemas parlamentarios y, a la vez,
esencia misma del parlamentarismo...». MoNTERO GIBERT, J. R.: Voz «Mocién de
censura», en Diccionario del Sistema Politico Espaiol, dirigido por J. J. GONzALEZ
ENCINAR, Madrid, 1984, pég. 505.

(4) Véase Hauriou, A.; GicaueL, J., y GEéLarp, P.: Derecho constitucional e ins-
tituciones politicas. Barcelona, 1980, 2.* edic., pag. 267.
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gurado como un tercer género, expresivamente calificado como
régimen semipresidencial (5).

La mocién de censura, pues, encuentra justificacién cuando el
Jefe del Gobierno es investido por el mismo Parlamento. Aun asi,
su reconocimiento suele ser compensado, para mantener cierto
equilibrio entre los poderes, con la posibilidad del Gobierno o de
su Presidente de disolver las Camaras legislativas convocando al
mismo tiempo nuevas elecciones, lo que, en alguna medida, supone
solucionar la crisis entre los poderes constitucionales mediante el
arbitraje popular. Es esta disolucién de las Camaras y nuevo llama-
miento al electorado una pieza esencial del régimen parlamentario,
que permite conjugar la soberania del Parlamento con la autoridad
y estabilidad del Gobierno. Con justicia se calificé a los regimenes
que consagran la investidura parlamentaria y la mocién de censura,
sin la correlativa posibilidad de disolucién de las Camaras por el
Ejecutivo, de régimen de asambleas porque el equilibrio se rompe
en favor de ésta, convirtiendo al Gobierno —se ha dicho— en un
«recadero» de aquélla, hasta el punto de que dificilmente puede
hablarse de una efectiva divisién de poderes (6).

Como es sabido, nuestra Constituciéon, congruente con la consa-
gracién de la «<Monarquia parlamentaria», del parrafo 3.° de su ar-
ticulo 1, recoge la investidura parlamentaria (art. 99), la cuestién
de confianza (arts. 112 y 114, 1), la disolucién de las Cortes o de
alguna de las Camaras (art. 115) y la mocién de censura (arts. 113
y 114, 2). La configuracién constitucional de esta ultima, con crite-
rios restrictivos y como mocién constructiva, ha influido en su re-
cepcién y regulacién en el Régimen local. Ello se patentiza desde la
misma utilizacién de la expresién «mocién de censura», novedosa
en nuestro Régimen local —no asi la institucién misma, segin ve-
remos— y que inevitablemente evoca la técnica parlamentaria, hasta
en los ultimos detalles de su regulacién: exigencia de que la pro-
puesta sea presentada por un minimo de Concejales e incluya el
nombre de un candidato (mocién constructiva), exigencias de una
mayoria cualificada para su aprobacién y limitacién a los mismos

(5) Véase, al respecto, DUVERGER, M.: Instituciones politicas y Derecho constitu-
cional. Barcelona, 1980, 6.* edic., pags. 152 y sigs.; en concreto, senala: «...el régimen
semipresidencial tiene m4s de régimen parlamentario que de régimen presidencial...
La diferencia fundamental es que la eleccién por sufragio universal convierte al Jefe
del Estado en un representante del pueblo...».

(6) DUVERGER, M.: Instituciones politicas y Derecho constitucional, op. cit., pa-
gina 157.
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proponentes de nuevas mociones, parecen recordar claramente el
articulo 113 de la Constitucién (7).

No es ello algo casual. Por el contrario, las relaciones entre Par-
lamento y Gobierno y su traslacién al ambito de la Administracién
local, y mas concretamente a la municipal, han aflorado continua
y reiteradamente al debate parlamentario de la Ley, y, curiosamente,
tal inspiracion en el sistema de relaciones entre Gobierno y Cortes
se presenta por los parlamentarios de la mayoria como algo posi-
tivo. Merece ser recogida la afirmacién del Senador TRAPERO GARCIA,
quien abiertamente afirmaba que «lo que la Ley prevé, en principio,
es un sistema parlamentario eficaz y un sistema parlamentario equi-
librado» (8). No se trata, pues, de cierto paralelismo, sino de la sor-
prendente creencia de que se estaba instaurando un verdadero ré-
gimen parlamentario en los Ayuntamientos. Nos ocuparemos poste-
riormente de la inviabilidad de tal planteamiento. Bastenos sefialar
aqui como la consagraciéon de la mocién de censura al Alcalde se
incardina en esta tendencia (9).

2. PRECEDENTES

Pese a ser, como se ha venido exponiendo, la mocién de censura
una férmula incardinable, y generalmente incardinada, en las rela-
ciones entre el Poder legislativo y ejecutivo, no puede afirmarse
que su recepcién constituya una novedad absoluta en nuestro Ré-
gimen local. Para el Presidente de la Diputacién, lo recogia el ar-
ticulo 34, 3, de la Ley de Elecciones Locales de 17 de julio de 1978.
También esta establecida en las normas forales de las Diputaciones
vascas (10). Pero incluso con referencia al Alcalde, ha estado consa-
grada en nuestro Derecho.

(7) El paralelismo con la regulacién de la mocién de censura establecido en el
articulo 113 de la Constitucién ha sido ya puesto de relieve. Véase COSCULLUELA MON-
TANER, L. M.: «Organizacién y régimen juridico de las Entidades locales. La funcién
plblica local», en Organizacién territorial del Estado (Administracién local), Madrid,
1985, vol. I, pag. 133, y GARcCiA-EsCUDERO MARQuUEZz, P., y PENDAs Garcfa, B.: El
nuevo Régimen local espariol. Estudio sistemdtico de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
Reguladora de las Bases del Régimen local. Barcelona, 1985, pag. 222.

(8) Sesién del Pleno del Senado del 20 de febrero de 1985, en Diario de Sesiones
del Senado, pag. 5188.

(9) En este sentido, GARCfA-ESCUDERO MARQUEZ, P., y PENDAS GARcfa, B., afirman
que la mocién de censura es «congruente con el sistema parlamentario que inspira la
nueva organizacién municipal», El nuevo Régimen local espafiol. Estudio sistemdtico
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen local. Barcelo-
na, 1985, pag. 222.

(10) Articulo 32 de la Norma del 26 de febrero de 1983 sobre la Organizacién
Institucional del Territorio de Guiptizcoa (Boletin Oficial del Pais Vasco, nim. 29,
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En nuestro Régimen local ha sido frecuente la designacién de los
Alcaldes por las autoridades de la Administracién del Estado. Al
Rey u 6rganos centrales, en unos casos, y a los Jefes politicos y Go-
bernadores, en otros, ha correspondido, en base a la consideracién
del Alcalde como delegado del Gobierno en el Municipio, la desig-
nacién de éste (11). Asi se establecia, por ejemplo, en el Real De-
creto para el arreglo provisional de los Ayuntamientos del Reino
de 23 de julio de 1835 (art. 31: «Los Gobernadores civiles, recibida
que sea la eleccién y decididas las reclamaciones, si las hubiere,
nombraran para Alcalde a uno de los tres que haya tenido mayor
numero de votos...»). Igualmente, la Ley de Ayuntamientos de 14 de
julio de 1840, salvo en los Municipios de menos de 500 vecinos (ar-
ticulo 45), si bien, tras la reforma de 30 de diciembre de 1843, se
generalizé el sistema de eleccién popular para todos los Municipios.
De nuevo, la Ley de Organizacién y Atribuciones de los Ayuntamien-
tos de 8 de enero de 1845 consagraba el sistema de designacién
(articulo 9: «Los Alcaldes seran nombrados por el Rey en todas las
capitales de Provincia y en las cabezas de partido judicial cuya po-
blacién llegue a 2.000 habitantes. En los demas pueblos, los nombra-
ra el Jefe politico por delegacién del Rey»). Tras un periodo en que
se abandona, la Ley de 2 de octubre de 1877 lo reimplanta, con la
excepcién de los pequefios Municipios (art. 49). Huelga sefialar que
con tales procedimientos de designacién de Alcalde no tiene sentido
la mocién de censura, que, naturalmente, no recogia la legislacién.

A igual conclusién ha de llegarse en el supuesto de eleccién direc-
ta por los vecinos, sistema éste preferentemente acogido en nuestras
Leyes del pasado siglo cuando se optaba por el caracter representati-
vo del Alcalde: Acogieron este sistema el ya citado Real Decreto de
30 de diciembre de 1843, la Ley de Ayuntamiento de 5 de julio de

del 9 de marzo), y articulo 32 de las Normas del 5 de enero de 1983, de Organiza-
cién de las Juntas Generales y Diputacién Foral de Vizcaya (Boletin Oficial del Pais
Vasco, nim. 34, del 21 de marzo).

(11) Sobre los origenes, justificacién y evolucién de este sistema de designacién
del Alcalde, en lo que no nos podemos detener aqui, puede verse MORILLO-VELAR-
DE, J. L.: El Alcalde en la Administracién espariola. Sevilla, 1977, en especial piginas
181 y sigs. Concretamente sefiala que como el Alcalde «es considerado a la vez el
administrador supremo de los intereses del comin y el agente del Poder ejecutivo, su
articulacién ha de realizarse siguiendo la dindmica propia de estos dos aspectos, lo
que significa participando de la nota de la representatividad y, ademés, de la nece-
sidad de salvaguardar la confianza del Poder en quién lo va a vincular con sus actua-
ciones» (péag. 182).

Sobre la influencia de esta solucién del modelo de Administracién napoleénica,
puede verse GARcfA DE ENTERRfA, E.: «Administracién periférica del Estado: proble-
mas de articulacién», en Administracién Espafiola, Madrid, 1964, pag. 124.

3
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1856 y la Ley municipal puesta en vigor por el Decreto de 21 de
octubre de 1868 (art. 25). Tampoco en este supuesto de eleccién
directa tiene justificacién la censura, pues supondria otorgar a los
Concejales la posibilidad de contradecir la voluntad expresada por
el electorado. La representatividad y legitimacién del Alcalde deri-
van en estos supuestos directamente del pueblo y no de los Conce-
jales, por lo que carece de sentido conferirles la posibilidad de des-
tituir a aquél (12).

A imagen de las relaciones entre los Poderes legislativo y ejecuti-
vo, sélo resulta justificable y admisible la mocién de censura en los
casos en que la designacién del Alcalde corresponde al Pleno. Es
esto precisamente lo que carece de tradicién en nuestro Derecho,
no tanto por la inexistencia de normas en este sentido como por su
escasa vigencia real. Tal designacién por los Concejales se recogia
en la Ley de 20 de agosto de 1870; en el Estatuto municipal, que no
llegé a aplicarse en lo referente a elecciones y constitucién de las
Corporaciones; en la efimera Ley republicana de 31 de octubre de
1935, y en la Ley de Bases de 19 de noviembre de 1975. De estas
cuatro Leyes, dos recogen la mocién de censura, aunque sin usar tal
denominacién:

a) Estatuto municipal. Su articulo 102 establecia que el Alcalde
«podra ser destituido por acuerdo de dos terceras partes del niumero
legal de Concejales». Junto a ello, cabia igualmente la destitucién
por referéndum previa peticién de las tres cuartas partes del niime-
ro legal de Concejales o de la vigésima de electores (art. 219).

b) Ley municipal de 31 de octubre de 1935. Es ésta un claro
exponente de la relacién entre la forma de eleccién del Alcalde y la
admisién o no de la mocién de censura. Se establecian dos formas
de designacién de Alcalde: «Por eleccién directa del pueblo o por
el Ayuntamiento» (art. 73), dandose preferencia a aquélla (arts. 76
y 51). Congruentemente con esta diversidad de sistemas de eleccién,
se reconocia la posibilidad de destitucién del Alcalde «por el voto
de la mayoria absoluta de los Concejales que legalmente formen la
Corporacién», sélo en el supuesto en que hubiese sido elegido por el
Ayuntamiento. El Alcalde elegido por los vecinos sélo podia ser

(12) Por el contrario, se conecta en estos casos la destitucién del Alcalde a una
decisién judicial, especificAndose paralelamente, y en la medida de lo posible, las
causas que pudiera provocarlas. Puede verse, sobre ello, MORILLO-VELARDE, J. L.:
El Alcalde..., op. cit., p4gs. 204 y 309 y sigs.
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destituido por «votacién popular en que asi lo acuerde la mitad mas
uno de los electores» (art. 81).

La Ley de Elecciones locales de 17 de julio de 1978, modificada
en aspectos que no afectan al tema que nos ocupa por la de 2 de
marzo de 1983, no recogia la posibilidad de destitucién del Alcalde
por los Concejales. La omisién era indicativa de la negacién de
competencia al Pleno para destituir al Presidente de la Corpora-
cién, por las razones que luego se expondran. Pero pese a ello, bajo
su vigencia se ha producido su aceptacién jurisprudencial o asi, al
menos, se ha querido ver (13).

Nos referimos, en concreto, a la sentencia del Tribunal Supremo
de 14 de julio de 1983 (R. Aranzadi 3993), dictada en recurso contra
la anterior de la Audiencia Territorial de Granada de 6 de mayo
de 1983, y contra la que, a su vez, interpuso recurso de amparo ante
el Tribunal Constitucional, que fue declarado inadmisible por auto
de 11 de enero de 1984.

En estas resoluciones se conoce del acuerdo, adoptado por una-
nimidad, del Pleno del Ayuntamiento de Rincén de la Victoria, por
el que se destituia a su Alcalde, y en ambos casos con el limite, ya
que el recurso contencioso-administrativo se entablé por la via es-
pecial de la Ley de 26 de diciembre de 1978, de resolver sobre la
violacién de derechos fundamentales y libertades publicas, particu-
larmente del consagrado en el articulo 23, 2, de la Constitucién, sin
posibilidad de entrar en cualquier otra infraccién del ordenamiento
juridico por el acuerdo impugnado. De conformidad con ello, el
citado auto del Tribunal Constitucional precisa que en la cuestién
que se le somete hay dos problemas diferentes que conviene separar

(13) Es necesario aludir siquiera al precedente que sienta la sentencia del Tribu-
nal Constitucional del 4 de febrero de 1983 (Boletin Oficial del Estado del 9 de
marzo), que resolvié el recurso de amparo interpuesto por un Alcalde cesado como
tal y como Concejal por haber sido expulsado de su Partido, en aplicacién del ar-
ticulo 11, 7, de la Ley del 17 de julio de 1978. Como es sabido, el Tribunal en ésta
y otras sentencias estimé el amparo en cuanto al cese como Concejal, pero en cuanto
al cargo de Alcalde, el fundamento juridico 6 precisaba que «se advierte en seguida
que al cese en el cargo de Alcalde acordado por los Concejales, como consecuencia
de entender aplicable el articulo 11, 7, sin modificacién alguna, no le son aplicables
las consideraciones expuestas en cuanto al cargo de Concejal, dado que aqui el cese
se produce por los electores. Por ello, no se puede afirmar que se haya violado un
derecho fundamental susceptible de amparo, ya que no puede entenderse que ha que-
dado vulnerado el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos piblicos por
medio de representantes elegidos por sufragio universal, puesto que la eleccién de
Alcalde es de segundo grado».

No se trata todavia de admitir l1a destitucién del Alcalde por los Concejales, pero
indudablemente dejaba abierta la posibilidad de tal destitucién.
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con nitidez. De una parte, una cuestién de legalidad ordinaria; de
otra, el de la pretendida violacién del articulo 23, 2, de la Constitu-
cién, que constituye el objeto central del amparo solicitado. Es la
inexistencia de tal violacién, al considerar que el derecho a perma-
necer en los cargos publicos no resulta comprendido en el articu-
lo 23, 2, de la Constitucién, en el caso del Alcalde, la verdadera
ratio decidendi de la inadmisidén, y asi verdaderamente habria de
ser dado el conocimiento limitado que el recurso de amparo supone
y su no asimilacién a una tercera instancia, tantas veces reiterada
por el mismo Tribunal. Por eso, acertadamente, sefiala el repetido
auto que respecto al «plano de la legalidad ordinaria..., este Tribu-
nal tiene en este momento tnicamente que decir que la interpreta-
cién llevada a cabo por la Sala de lo Contencioso-administrativo de
la Audiencia de Granada y por la Sala Tercera del Tribunal Supremo
de Justicia ningtin reparo puede ponérsele desde el punto de vista de
la Constitucién». No hay, pues, un reconocimiento frontal de la
competencia del Pleno para destituir al Alcalde, sino tnicamente
de la no proteccién del destituido por la via del amparo o, en pala-
bras del mismo Tribunal, de que la «demanda no posee contenido
constitucional».

En el mismo sentido y con el mismo reducido ambito deberian
entenderse las sentencias de la Audiencia Territorial de Granada de
6 de mayo de 1983 y del Tribunal Supremo de 14 de julio de 1983,
dado que se producen en un proceso especial de la Ley 68/1978,
de 26 de diciembre, de Proteccién Jurisdiccional de los Derechos
Fundamentales de la Persona.

Sin embargo, es forzoso reconocer que en las resoluciones co-
mentadas hay también un reconocimiento de la competencia de des-
titucién. Las bases para tal conclusién son las siguientes:

— Existe, tras la declaracién de inconstitucionalidad, por sen-
tencia de 2 de febrero de 1981, del articulo 421 de la Ley de Régimen
local, que atribuia al Ministro de la Gobernacién o a los Goberna-
dores civiles la facultad de suspensién y destitucién del Alcalde por
razones de orden publico, mala conducta o negligencia grave, «una
laguna legal que el juzgador debe colmar mediante una interpreta-
cién sistemdtica del ordenamiento juridico y un recurso a los prin-
cipios generales» (fundamento juridico 1, auto del Tribunal Consti-
tucional).

— No aparece claramente, en ninguna de las dos resoluciones,
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c6mo se ha realizado tal interpretacién sistematica o a qué princi-
pios generales se ha acudido para admitir la destitucion del Alcalde.
Se alude al «espiritu que inspira y anima a una norma como la
constitucional al regular la gestion de los Municipios..., porque cier-
tamente los articulos 137 y 140 son bien reveladores de una idea
consecuente con unos principios politicos, que habra de permitir
en su obligado desarrollo la adopcién de disposiciones con las que
efectivamente dé cumplimiento a esa gestién de los Municipios for-
mados por Concejales...» (considerando 2.° de la sentencia del Tri-
bunal Supremo de 14 de julio de 1983). Se acude al reconocimiento
de tal férmula en el seno de la Diputacién por el articulo 34, 3, de
la Ley de Elecciones locales de 1978. Se refiere al precedente del
articulo 81 de la Ley municipal de 1935... Pero, en definitiva, parece
que e] unico argumento es la aplicacién del principio del contrarius
actus (14): En este sentido, la sentencia del Tribunal Supremo afir-
ma que los Alcaldes, «como tales, son elegidos por los propios
Concejales, y parece ldgico atribuir a ese electorado la facultad de
cesar como Alcalde al que un dia fue elegido...». De hecho, es éste
el unico argumento de la sentencia que retiene el Tribunal Consti-
tucional en el repetido auto:

«La mencionada sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Su-
premo razona en este punto que el hecho de que sea la voluntad de
los Concejales la que hace al Alcalde depositario de los destinos del
Ayuntamiento..., permite sostener la posibilidad de destitucién del
Alcalde por el acuerdo de los Concejales».

- Argumento éste que, como ya se ha dicho, no hace suyo el Tri-
bunal Constitucional, limitdndose a no oponerle reparo «desde el
punto de vista de la Constitucién».

No parece que los anteriores argumentos sean suficientes para
admitir la posibilidad de destitucién del Alcalde por los Concejales,
bajo la vigencia de la Ley de Elecciones locales de 1978. Por el con-
trario, entendemos que la solucién contraria se impone por las si-
guientes razones:

a) El punto de partida de la existencia de una «laguna legal»
resulta dificilmente comprensible, pues no puede calificarse de tal

(14) Expresivamene lo formula VILLAR BoRrDA, precisamente referido a la revoca-
bilidad del mandato de los Alcaldes, afirmando que «las cosas se deshacen como se
hacen», en Democracia municipal, Madrid, 1984, pig. 343.
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a la no atribucién a un 6rgano de determinada competencia. Ello
sencillamente significara que no tiene tal competencia: «Lege silen-
te, la Administracion carece de poderes, pues no tiene otros que los
que la Ley le atribuye» (15).

Podria entenderse que la «laguna legal» a que se refiere el Tri-
bunal Constitucional, consiste en la inexistencia de férmulas que
permitan la destitucion del Alcalde por razones de orden publico,
mala conducta o negligencia grave, dejando desprotegido, en este
punto, el interés publico; de hecho, tal laguna la conecta con la de-
claracién de inconstitucionalidad del articulo 421 de la Ley de
Régimen local de 1955. Ello, a lo sumo, podria considerarse un
aspecto criticable del ordenamiento, pero no una laguna que per-
mita la atribucién de poderes no previstos. Ademas, el mismo Tri-
bunal Constitucional, en su sentencia de 2 de febrero de 1981 (16),
so6lo declard la inconstitucionalidad parcial del citado articulo 421,
precisando que «el interés general en presencia queda garantizado
con la habilitacién para suspenderlos (a los Alcaldes) por un plazo
maximo de sesenta dias», facultad que subsistia (17).

b) Derivar de la competencia del Pleno para elegir al Alcalde,
la de destituirlo, sin ninguna base legal, porque «parece légico»,
es, en nuestra opinién, erréneo.

(15) Garcfa DE ENTERRfA, E., y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T. R.: Curso de Derecho
administrativo. 1, 4. ed., reimpresién revisada, Madrid, 1984, pdg. 425. La cita trans-
crita se refiere a la atribucién de potestad a la Administracién, pero no parece que
pueda encontrarse dificultad a su aplicacién al supuesto concreto que nos ocupa. In-
teresa resaltar que a 1o anterior se suma, en lo que se refiere a atribucién de poderes
o potestades, que la «interpretacién extensiva o la aplicacién de la analogia estdn
aqui més bien excluidas de principio», op. cit., pdg. 426.

Asi, comentando la sentencia del 14 de julio de 1983, dice CosCULLUELA MONTA-
NER, L. M., que «la mocién de censura constituye, seglin apreciacién del Tribunal
Supremo, una laguna legal de nuestro ordenamiento, aunque bien pudiera entenderse,
por el contrario, que la mocién de censura no estd deliberadamente prevista en la
Ley de Elecciones locales», en Organizacién y régimen juridico..., op. cit., pag. 133.

(16) Boletin Oficial del Estado, nGm. 47, suplemento del 24 de febrero. En
particular, véase el fundamento juridico 10, apartado C.

(17) Sin duda, en la afirmacién de la existencia de una laguna legal y en toda
la construccién posterior pes6 la singularidad y gravedad de los hechos que habian
dado origen al acuerdo de distribucién que explican, aunque no justifican juridica-
mente, la solucién adoptada.

Asi, a través del primer considerando de la sentencia del Tribunal Supremo del
14 de julio de 1983, podemos conocer que se denunciaba «injurias graves contra la
totalidad de los miembros de la Corporacién... la extralimitacién de funciones; el
haber invadido repetidas veces atribuciones judiciales, anulando acuerdos del Ayunta-
miento; el abandono de sus funciones al no haber convocado Permanente alguna desde
que se incorpor6 a la Alcaldia; ... nombramientos ilegales; malversacién de cau-
dales...».

Pero, obviamente, las consecuencias de la solucién jurisprudencial desbordan estos
supuestos permitiendo la destitucién con independencia de la causa que la motive.
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Por lo pronto, son innumerables los ejemplos en sentido contra-
rio; es mas, aun permaneciendo dentro del campo electoral, la im-
posibilidad de destitucién por los electores constituye la regla gene-
ral y esencia del llamado «mandato representativo» (18). Pero, ade-
mas, la posibilidad de destitucién afecta de modo tan esencial al
sistema de relaciones entre los érganos, que resulta insostenible su
recepcién ante el silencio de la Ley.

¢) Se ha partido, ademds, de un dato parcialmente inexacto,
en tanto que, conforme al articulo 28, 4, de la Ley de Elecciones
locales vigente en aquel momento, era posible la proclamacién de
Alcalde sin el acuerdo del Pleno por encabezar la lista con mayor
numero de votos populares. En tal caso resulta incongruente, ade-
mas de infundado, conferir al Pleno la posibilidad de destitu-
cién (19).

d) El hecho de recoger expresamente la recientemente deroga-
da Ley de Elecciones locales la destitucién del Presidente de la
Diputacién, lejos de permitir una anormal aplicacién analégica en
el Municipio, patentizaba la voluntad de la Ley de no admitirla res-
pecto al Alcalde, maxime cuando en el debate parlamentario fueron
rechazadas dos enmiendas en tal sentido (20).

e) La recepcién por via jurisprudencial de la destitucién de los
Alcaldes por los Plenos si que crea una laguna legal y, en este caso,
dificilmente salvable. ¢ Cuél habia de ser el procedimiento a seguir?
¢Qué requisitos subjetivos y objetivos habia de cumplir la propo-
sicién? ¢Cual habra de ser el quérum y la mayoria para aprobar la
destitucién, puesto que el Alcalde no habia sido elegido por mayoria
simple? ¢Quiénes podrian ser los nuevos candidatos? ¢Qué ocurri-
ria si no se conseguia la mayoria absoluta para nombrar nuevo
Alcalde?... Son algunas de las preguntas que planteaba la jurispru-

(18) Véase Hauriou, A.; GICQUEL, J., y GELARD, P.: Derecho constitucional...,
op. cit., pAg. 282, y DUVERGER, M.: Instituciones politicas..., op. cit., p4gs. 75 y sigs.

(19) En este sentido, ha sefialado Roprfcuez Moro, N., que «la tesis de 1a sen-
tencia... no parece que tenga apoyo légico suficiente en los casos a que se refiere la
letra @) del apartado 3 del articulo 28», en «El Alcalde puede ser destituido por los
Concejales», REviSTA DE EsTUuDIOS DE LA VIDA LocAL, nim. 224, octubre-diciembre
1984, pag. 552.

Ma4s rotundamente, CoscUuLLUELA MONTANER, L. M., afirma que la «mocién de
censura es institucionalmente contradictoria con la designacién del Alcalde, prevista
en el articulo 28, 3, de la Ley de Elecciones locales», en Organizacién y régimen
juridico..., op. cit., pag. 133.

(20) En el Pleno del Congreso se discuti6é y rechazé una enmienda de la «Mino-
ria Catalana» sobre destitucién del Alcalde.

En el Senado corrié igual suerte la enmienda de «Progresistas y Socialistas Inde-
pendientes» sobre causas de cese del Alcalde, y entre ellas la destitucién por el voto
favorable de las dos terceras partes del nimero de Concejales.
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dencia comentada y a las que s6lo podria contestarse con insegu-
ridad y por la via de interpretaciones forzosamente heterodoxas.
Sélo el articulo 227, 2, del Reglamento de Organizacién, Funciona-
miento y Régimen juridico de las Corporaciones locales aludia a las
«proposiciones de censura» para excepcionar el régimen de absten-
cién de Alcaldes y Concejales en los acuerdos en que tengan interés
directo, permitiendo al censurado permanecer y defenderse en las
deliberaciones.

Aun con todo lo anterior, suficiente, en nuestra opinién, para
concluir que la Ley de Elecciones locales no admitia la destitucién
del Alcalde por los Concejales, lo cierto es que las resoluciones
comentadas constituyen, con independencia de su acierto, la realidad
sobre la que operaban la Ley Reguladora de las Bases de Régimen
local y la Ley Organica sobre Régimen Electoral General, el verda-
dero precedente tenido en cuenta. Desde este punto de vista, lo que
la nueva Ley ha hecho no es instaurar la mocién de censura, sino
regularla y limitarla. En este sentido, merece una critica positiva.

Sin embargo, hay que sefialar que la construccién jurispruden-
cial comentada sigue constituyendo actualmente la tnica via de
destitucién del Alcalde por el Pleno, ya que la nueva regulacién de
la mocién de censura sélo sera aplicable tras las préximas eleccio-
nes locales (Disposicién Transitoria tercera de la Ley Organica de
Régimen Electoral General).

3. VALORACION CRITICA DE LA MOCIGN DE CENSURA

Lo dicho anteriormente sobre el origen parlamentario de la mo-
cién de censura y su conexién con la forma previamente seguida
para la eleccién, son suficientes para comprender las dificultades
que en nuestro sistema municipal puede plantear la recepcién de
esta forma de destitucién del Alcalde.

El articulo 196 de la Ley Organica de Régimen Electoral Gene-
ral establece, como ya hacia el 28, 3, de la derogada Ley de Eleccio-
nes locales de 1978, la eleccién del Alcalde por el voto de la mayoria
absoluta de los Concejales. Subsidiariamente, caso de no conseguirse
tal mayoria, sera proclamado el Concejal que encabece la lista mas
votada (21).

(21) Se trata, como se sefial6 respecto al contenido del articulo 28, 3, de la Ley
de Elecciones locales, de un «sistema de compromiso entre un sistema de eleccién
indirecta... y la pura atribucién del puesto al primer candidato de la lista que hubiera
obtenido més votos...». COSCULLUELA MONTANER, L. M., y MuNoz MacHADO, S.: Las
elecciones locales..., op. cit.,, pig. 302.
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Consecuentemente, cabe la proclamaciéon de Alcalde sin la vo-
luntad de los Concejales; mas no sélo es que no exista una segunda
votacién en la que baste la mayoria simple, sino que la designacién
esta en funcién de la mayoria de votos populares y no de Conceja-
les obtenidos, lo que es indicativo de la voluntad de la Ley de des-
vincular la designacién de Alcalde de la decisién del Pleno. Ello
parece conducir a considerar incongruente la admisién de la mocién
de censura.

Sin embargo, tal conclusién ha de ser, cuanto menos, matizada.
La Ley no establece, como si hacia la Ley municipal de 1935, una
alternativa entre eleccién directa e indirecta del Alcalde, con la di-
ferencia de dar preferencia a esta altima. Por de pronto, el proce-
dimiento subsidiario, recogido en el articulo 196, c), de la Ley Or-
ganica de Régimen Electoral General, no puede ser calificado es-
trictamente de eleccién directa en tanto que los electores no votan
a distintos candidatos a la Alcaldia, sino a listas completas y cerra-
das de candidatos a Concejal (22). Sdlo esto justifica y explica la
preferencia del elegido por la mayoria absoluta de los Concejales
al mas votado por los vecinos. :

Por otra parte, tampoco se consagran dos sistemas alternativos
o subsidiarios. Se trata de un sistema con dos fases posibles, como
puede serlo el de investidura del Presidente del Gobierno, en el
que se sustituye una posible segunda votacién por una proclamacion
directa. Es, simplemente, una solucién de compromiso entre las
distintas posiciones parlamentarias mantenidas en el debate de la
Ley de Elecciones locales, que no desvirtaa el caracter indirecto de
la eleccién y que mantiene ahora la nueva Ley Electoral.

Todo ello permite insertar la mocién de censura en nuestro sis-
tema electoral local: Aunque no parezca congruente conferir la
posibilidad de destitucién al Pleno cuando el Alcalde pudo ser pro-
clamado sin su acuerdo, si lo es en la medida en que el Pleno
constituye el «cuerpo electoral» natural y preferente del Alcalde.
Asi, puede decirse que la mocién de censura acentiia este caracter,
convirtiendo la eleccién de Alcalde por el Pleno en el sistema prefe-
rente en todo momento, y no sélo en la sesién constitutiva, quedan-
do abierta siempre la posibilidad de las coaliciones que inicialmente

(22) En este sentido, se ha dicho respecto de la designacién como Alcalde del
cabeza de la lista més votada, que «... el elector, cuando expresa su voto, no lo hace
directamente para nombrar Alcalde, sino para designar Concejales. Por tanto..., no
puede calificarse de eleccién directa strictu sensu...». COSCULLUELA MONTANER, L. M.,
y MuRoz MACHADO, S.: Las elecciones locales..., op. cit., pg. 303, nota 13.
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no se lograron. Pero ello, que en si puede resultar positivo, conlleva
inevitablemente un riesgo de inestabilidad en la Administracién
municipal. El que el Alcalde cuente en todo momento con una ma-
yoria real es, sin duda, positivo, como lo es el dar salida a las crisis
encubiertas, a las que conduce la estabilidad del cargo. Pero en los
casos en que, no lograndose inicialmente la mayoria absoluta, el
Alcalde derive su condicién de encabezar la lista mas votada, la
recepcién de la mocién de censura puede suponer una situacién
de crisis continua.

Este riesgo se acentia y estimula al permitir la candidatura de
todos los Concejales (art. 197, 3, de la Ley Organica de Régimen
Electoral General), candidatura inicialmente limitada al cabeza de
lista. Sin duda, esta aplicacién de los candidatos favorece la posi-
bilidad de coaliciones y hasta las estimula en el seno del partido
mayoritario, que presentando un nuevo candidato quiza puede con-
seguir el apoyo de las minorias. Este tltimo supuesto no parece que
puede configurarse como excepcional. Por el contrario, en la practi-
ca resultara dificil que prospere una mocién de censura sin ser apo-
yada por el mismo partido del Alcalde censurado. La mayoria abso-
luta, exigida por el parrafo 1 del articulo 197 de la Ley Orgénica de
Régimen Electoral General, asi permite preverlo.

Consecuentemente con ello, no sélo se disminuye la estabilidad,
sino que, en medida no desdefiable, se aleja al electorado de la deci-
sién definitiva de eleccién de Alcalde. Ello se produce, adem4s, en
un sistema electoral de listas cerradas y bloqueadas, en el que el
elector no tiene medios de expresar sus preferencias entre los dis-
tintos candidatos de cada lista. De esta forma, la influencia de la
actuacién de los partidos —tanto a través de la nominaciéon y orden
en que sean colocados los candidatos, como de decisiones posterio-
res al proceso electoral— en la proclamacién de Alcalde sera deter-
minante. Lejos, pues, de consagrarse la eleccién directa del Alcalde
por los vecinos, se opera en direccién contraria y precisamente en
un campo como el local, en que, por su reducido 4mbito y conse-
cuente posibilidad de conocimiento de los candidatos, resulta cauce
especialmente idéneo para la expresién de las preferencias perso-
nales y disminucién parcial de la influencia de los partidos poli-

ticos (23).
(23) Se ha afirmado que la influencia de los partidos politicos en las elecciones
estd en funcién directa al tamafio de la circunscripcién y, por tanto, en las més pe-

guefias aumenta la influencia de los factores personales. Ello, fundamentalmente, por
os causas: el conocimiento més directo de los candidatos y el coste de la campaiia
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Tal vez mas grave que lo anterior resulta la diversidad de requi-
sitos para ser candidato a la Alcaldia, segin el momento en que la
eleccion se produzca. Asi, en la sesion constitutiva sélo pueden ser
elegidos aquellos que encabezaban su respectiva lista, mientras que
posteriormente, mediante mocién de censura, pueden serlo todos
los Concejales.

Si el actual sistema de eleccién de Alcalde no permite, segin
hemos visto, una facil recepcion de la mocién de censura, otro tanto
puede decirse de las relaciones entre Pleno y Alcalde, jamas recon-
ducibles a las del Parlamento y Gobierno, en las que la figura en-
cuentra su origen, justificacion y significado. Es cierto que la Ley
Reguladora de las Bases del Régimen local da pasos en este sentido,
como la configuracién de la nueva Comisién del Gobierno, un refor-
zamiento de las competencias del Alcalde o la atribucién especifica
al Pleno del «control y la fiscalizacién de los 6rganos de gobierno».
Pero nada de ello desvirtia el hecho de encontrarnos con dos érga-
nos administrativos, con funciones inequivocamente administrati-
vas, ligados y coordinados hasta el punto de corresponder al Alcalde
la presidencia del Pleno, asi como publicar, ejecutar y hacer cumplir
sus acuerdos. No puede hablarse aqui de divisi6én de poderes, sino
simplemente de la distribucién de competencias propia de toda or-
ganizacién administrativa (24).

Naturalmente, la superficial semejanza de las relaciones de los
6rganos municipales con la existente entre los 6rganos superiores
del Estado, y que parece latir en la base de la recepcién de la mo-
cién de censura en el ambito local, no se ha llevado al extremo, que
hubiera resultado singularmente absurdo, de admitir la posibilidad

electoral. Asi, las elecciones municipales podrian constituir un cauce adecuado para
canalizar motivaciones de voto distintas a las prevalentes en elecciones de 4mbito
superior. La regla en Espafia pierde parcialmente relevancia por la consagracién del
sistema de listas cerradas y bloqueadas y la eleccién indirecta del Alcalde. Ahora, la
mocién de censura, en cuanto puede suponer el acceso a la Alcaldia de quienes ocu-
paron puestos secundarios en las listas y no protagonizaron la campaia electoral, po-
tencia la tendencia al voto en funcién del partido politico y no de las personas.

Es de destacar, adem4s, que en este voto en funcién del partido no es un factor
desdefiable el papel de éste en la politica nacional, sino que se superpone al de la
actuacién local y programa municipal concreto del partido. Sobre este tema, Dilys M.
HiLL: Teoria democrédtica y Régimen local. Madrid, 1980, pégs. 208 y sigs.

(24) Consecuentemente con ello, hablar de parlamentarismo en el Ayuntamiento
es equivoco y sélo admisible en sentido figurado para explicar simplisticamente las
relaciones entre el Pleno y el Alcalde. Es de destacar, adem4s, la incongruencia que
supone calificar a la organizacién municipal de «presidencial», pues tal término hace
referencia a un régimen de relaciones del Ejecutivo con el Legislativo que se contra-
pone al régimen parlamentario y que nada tiene que ver con las muchas o pocas
competencias o poderes del Presidente.
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de «disolver el Pleno» y convocar nuevas elecciones en manos del
Alcalde. Ello, ademas de poner de manifiesto la imposibilidad de
trasladar simplistamente a este campo las técnicas propias de rela-
cion de los poderes constitucionales, rompe el posible equilibrio
en los 6rganos representativos municipales. Recordamos anterior-
mente céomo la inexistencia de derecho de disolucién convertia al
régimen parlamentario en un régimen de asamblea, dado el predo-
minio de ésta sobre el Gobierno. Ahora hay que sumar a ello un
dato esencial para comprender cual puede acabar siendo la funcién
y dinamica real de esta figura en el ambito local. El Presidente de
un Gobierno parlamentario suele ser, al mismo tiempo, el jefe del
partido mayoritario, de forma que la posible mocién de censura se
dificulta: los Diputados de su partido le estan, en cierto sentido,
subordinados a través precisamente del partido, que directa o indi-
rectamente controla. No casualmente mocién de censura y discipli-
na de voto van normalmente unidas. Pero nada de ello podra predi-
carse de la mayoria de los Alcaldes, que generalmente no detentan
puestos relevantes en el aparato de los partidos politicos. Para ellos,
lejos de derivar en un reforzamiento de su situacién tendente a la
disciplina de voto de los Concejales de su partido, la posibilidad
de la mocién de censura supondra una sumisién absoluta a las di-
rectrices de los partidos, sin la cual la destitucién podra ponerse
facilmente en marcha.

La mocién de censura, no parece dificil preverlo, se convertira
en un arma del mismo partido del Alcalde para garantizar la disci-
plina de éste. Los burécratas o las bases de los partidos politicos
se constituyen asi en el verdadero control de la actuacién del Al-
calde. Una gestién municipal incémoda para el partido o los érganos
superiores de la Administracién del Estado, regional o provincial,
detentados por miembros del mismo partido politico, pero general-
mente con mas poder en su organizacién interna, sera mas facil-
mente causa de mociones de censura que una efectiva pérdida de
confianza de los Concejales. La exigencia de la mayoria absoluta del
numero legal de Concejales —que practicamente imposibilita la
censura sin el concurso del partido mayoritario, que normalmente
serd el del Alcalde censurado— y la ampliacién de los candidatos
a todos los Concejales —lo que aumenta la maniobrabilidad del par-
tido— parecen confirmar esta previsién sobre el resultado final de
la mocién de censura en nuestra Vida local.

En suma, pues, la posibilidad de destitucién del Alcalde por los
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Concejales podra considerarse una medida necesaria ante su con-
figuraciéon como drgano prepotente del Municipio en la Ley Regu-
ladora de las Bases del Régimen local; podra considerarse, y lo es
efectivamente, una solucién a las crisis municipales, a las situacio-
nes de Alcaldes que pierden la confianza de los Concejales o que
incurran en una gestién gravemente dafiosa para la Entidad local,
y que, ademas, se trata de una solucién formalmente respetuosa con
la autonomia municipal. Pero debe tenerse en cuenta también en
qué medida puede ser su misma admisién provocadora de inestabi-
lidad y de crisis artificiales, tanto por su inadecuacién al sistema
de relacién entre Pleno y Alcalde, como por su no armonizacién
con la forma de eleccién de éste. Especialmente debe ponerse de
manifiesto que la admisién de la mocién de censura en el ambito
local aleja al electorado del nombramiento del titular del 6rgano
municipal de mayor relevancia, aumentando correlativamente el
protagonismo de los partidos politicos, que por esta via podran co-
locar al frente de los Ayuntamientos a hombres sin relieve o, en
general, mas adecuados a los intereses de su politica extralocal. En
esta linea, quiza no sea aventurado conectar la mocién de censura
con el «vacio» producido por la inconstitucionalidad (25) y final
derogacién del articulo 11, 7, de la Ley de Elecciones locales de 1978,
que permitia, mediante la expulsién del partido politico, la destitu-
cién como Concejal y Alcalde. En cualquier caso, lo cierto es que
el «Alcalde fuerte» de la nueva Ley lo es con este limite de la mocién
de censura, que no muy remotamente le conecta con su propio par-
tido politico (26).

(25) Sentencias del Tribunal Constitucional de 4 de febrero de 1983 .(Boletin
Oficial del Estado de 9 de marzo) y de 21 de febrero de 1983 (Boletin Oficial del
Estado de 23 de marzo).

(26) Son reveladoras las palabras del Senador Izaquierbo CorLrApo, con las que
terminé el debate sobre el articulo 197 de la LOREG: «...los partidos politicos van
a tener que hacer un esfuerzo grande a la hora de componer sus listas electorales,
con el fin de que aquellas personas que ellos presentan sean personas que tienen muy
claro el programa de ese partido, que tienen muy clara la relacién y la vinculacién
con el partido...» (Sesi6én Plenaria nim. 124, de 28 de mayo de 1985; Diario de
Sesiones del Senado, afio 1985, ntim. 124, p4g. 5836). Es precisamente con la finalidad
de destituir de la presidencia de la Corporacién a quienes no tengan «clara» su vincu-
lacién con el partido —y su subordinacién con las jerarquias de éste— para la que se
instituye la censura.

Seria ingenuo considerar que el depositar en manos de los Concejales la destitu-
cién del Alcalde nada tiene que ver con un control del partido respectivo, pues, como
sefiala HILL, op. cit., pég. 215, «los Consejeros se consideran a si mismos como
representantes de un partido y de su doctrina, tanto como de sus electores concretos...».
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4. LA MOCION DE CENSURA COMO MATERIA RESERVADA
A LA LEY ORGANICA

Especial atencion merece la inclusién o no en las materias enu-
meradas en el articulo 81 de la Constitucién como reservadas a la
Ley Organica, y concretamente en el «régimen electoral general»,
de la mocién de censura.

La cuestién, como se indicé al principio de este trabajo, ha pro-
vocado, en el debate parlamentario, el cambio de ubicacién de la
figura, que ha pasado de una Ley ordinaria a una Ley Orgénica
aprovechando la coincidencia de la simultdnea tramitacién de la
Ley Electoral (27).

Esta inclusién en una Ley Organica no exime de ciertas justifica-
ciones y explicaciones, toda vez que, en principio, no prejuzga
absolutamente la solucién. Tanto la reserva de la Ley Organica a las
materias enumeradas en el articulo 81 de la Constituciéon (28), como
la posible consideracién de la mocién de censura como materia
conexa al «régimen electoral general» y no propiamente incluida
en él (29), exigen plantearse el tema con independencia de la solu-
cién dada por el legislador.

El problema ha de solventarse desde la perspectiva del conteni-
do, significado y efectos de la mocién de censura, para, conforme
a ello, determinar si forma parte del régimen electoral general y,
consecuentemente, de las materias reservadas a la Ley Organica
por el articulo 81 de la Constitucion.

Rechazamos asi el enfoque de la cuestién desde el punto de vista
de la modificacién o no de la legislacién electoral anteriormente vi-

(27) La cuestién fue planteada en el debate de la Ley Reguladora de las Bases
del Régimen local en la Comisién del Congreso de Régimen de las Administraciones
Publicas, sesién de 19 de octubre de 1984, acorddndose elevar a la Mesa de la C4mara
la consulta (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, afio 1984, nim. 223,
péginas 6934 y sigs.). Fue, finalmente, en el trdmite de Ponencia del Senado donde
se convirti6 el articulo 22, 3, en una remisién a la legislacién electoral (Boletin Oficial
de las Cortes Generales, Senado, serie 11, nim. 215, d), de 12 de febrero de 1985,
pégina 287).

(28) Es conocida la jurisprudencia constitucional segiin la cual «si es cierto que
existen materias reservadas a las Leyes Orgénicas..., también lo es que las Leyes
Orgénicas estin reservadas a estas materias y que, por tanto, seria disconforme con
la Constitucién la Ley Orgénica que invadiera materias reservadas a la Ley ordina-
ria» (sentencia del Tribunal Constitucional de 13 de febrero de 1981, fundamento
juridico 21, A, Boletin Oficial del Estado de 24 de febrero).

(29) «La posibilidad de inclusién en una Ley Orgénica de materias no reservadas
a ésta por razones de conexién temética o de sistematicidad o de buena politica legis-
lativa», la admiti6 ya el Tribunal Constitucional en su sentencia de 13 de febrero
de 1981, fundamento juridico 21, B. . :
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gente. Quiere sefialarse con ello que la llamada invulnerabilidad de
las Leyes Organicas —«efecto de congelacién de rango», en equivoca
expresién del Tribunal Constitucional (30)— es, en principio, un
efecto accesorio y derivado de la reserva constitucional de Ley Or-
ganica, que sdlo alcanza efectos propios en los casos de materias
conexas, y aun asi, muy reducidos, ya que pueden ser excluidos por
la propia Ley Organica o por sentencia del Tribunal Constitucio-
nal (31).

Con ocasién del recurso previo de inconstitucionalidad contra la
Ley Orgénica niumero 6/1983, de 2 de marzo, de Reforma de las
Elecciones locales, el Tribunal Constitucional, en su sentencia nu-
mero 38/1983, de 16 de mayo, afirmé el caracter organico de la ma-
teria en aquella regulada considerandola incluida en la expresién
«régimen electoral general» utilizada por el articulo 81 de la Cons-
titucién. Su doctrina constituye un necesario punto de partida en
tanto que afirma que «el régimen electoral general estd compuesto
por las normas electorales validas para la generalidad de las insti-
tuciones representativas del Estado en su conjunto, y en el de las
Entidades territoriales en que se organiza, a tenor del articulo 137
de la Constitucién espafiola...», y entre ellas se encuentra inequivo-
camente el Alcalde. Igualmente se sefiala que «el articulo 140 (al
igual que el art. 68, 1) reserva a la Ley el régimen de las elecciones
locales en los aspectos que dice (entre ellos, la eleccién de Alcalde),
Ley que por la misma exigencia del articulo 23, 1, y la precisién que
hace el articulo 81, 1, entendido en relacién con los articulos 68, 1,
y 140, ha de ser una Ley Orgéanica. Se reserva asi a la Ley —a la
Ley Organica— el régimen electoral general, tanto de las elecciones
que tienen en los articulos 67 al 70 sus lineas constitucionales, como
de las elecciones que las tienen en el articulo 140» (entre ellas, las
del Alcalde). Revelador es, igualmente, el que esta sentencia no con-
tenga exclusién de ninguno de los preceptos de la Ley de Reforma
del caricter organico. Es mas, pese al heterogéneo contenido de su
articulado, que en algunos puntos esta relativamente alejado del
tema electoral, no se plantea siquiera la posibilidad de indicar si
algunos preceptos de los contenidos en la Ley Organica podrian ser
modificados por Leyes ordinarias, posibilidad ésta expresamente re-
conocida en la sentencia del mismo Tribunal de 13 de febrero de
1981 (fundamento juridico 21, a) y c) ).

(30) Sentencia de 13 de febrero de 1981, fundamento juridico 21.
(31) Sentencia de 13 de febrero de 1981, fundamento jurfdico 21.
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A la vista, pues, de esta sentencia de 20 de mayo de 1983, la re-
gulacién de las elecciones locales es materia reservada a la Ley Or-
ganica, y todo el contenido de la Ley de Reforma de 2 de marzo
de 1983 tenia aquel carécter electoral y naturaleza organica. Pese
a todo, no parece que pueda deducirse que a cualquier contenido
de una Ley de Elecciones haya de darsele el mismo caracter. Con-
cretamente, la Ley nimero 39/1978, de 17 de julio, aprobada con
anterioridad a la Constitucién y sin el caracter de organica, regula-
ba algunos aspectos que, mas que electorales, pudieran considerarse
de organizacién municipal y provincial. Si el Tribunal Constitucio-
nal ha desechado la «concepcién formal de la Ley Organica» aten-
diendo al real contenido de la Ley con independencia de su etique-
tacién y procedimiento de aprobacién parlamentaria, resultaria
absurdo que su simple denominacién como «Ley de Elecciones lo-
cales» bastase para caracterizar todo su contenido y hacer a éste
inalterable por Ley ordinaria, eximiendo de otros analisis. Por el
contrario, es necesario precisar, en concreto, si la designacién del
Alcalde forma parte del «régimen electoral general»; posteriormente,
si la mocién de censura es asimilable a aquella materia.

Con respecto a lo primero, podria justificarse la exclusion de la
reserva de Ley Organica en la medida en que se considere que no
puede verdaderamente hablarse de elecciones en cuanto al Alcalde,
siendo su designacién resultado de un acuerdo del Pleno; no habria
una eleccién de representantes, sino un acto de éstos en calidad de
tales; no habria ejercicio del derecho reconocido en el articulo 23, 1,
de la Constitucién, como no lo hay en los restantes acuerdos de los
Concejales; no podria hablarse propiamente, en este caso, ni siquie-
ra de eleccién de segundo grado. Pese a ello, parece forzado recoger
la solucién contraria por las siguientes razones:

A) Cuando no se da la mayoria absoluta, la designacién de Al-
calde deriva directamente del resultado electoral (arts. 28, 3, ¢), de
la LEL de 1978, y 196, ¢), de la LOREG).

B) Aunque asi no fuera, la opcién establecida en el articulo 140
de la Constitucién («los Alcaldes seran elegidos por los Concejales
o por los vecinos») requiere un mismo instrumento normativo sea
cual fuere el sistema a seguir: seria absurdo que para atribuir a los
Concejales la eleccién de Alcalde bastase la Ley ordinaria, pero para
establecer un sistema de eleccién directa por los vecinos resultase
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necesaria una Ley Organica por entrar indudablemente en el «ré-
gimen electoral general»,

C) La doctrina del Tribunal Constitucional contenida en la ci-
tada sentencia de 16 de mayo de 1983, en tanto que, aunque se
optase por un sistema puro de eleccién indirecta, estariamos ante
normas que tienen sus «lineas constitucionales» en el articulo 140
y que se refieren a la eleccién de instituciones representativas de
las Entidades territoriales.

Mayores dudas suscita el tema que nos ocupa, esto es, si la mo-
cién de censura, en tanto que intimamente ligada con la anterior
cuestién de eleccién de Alcalde —que por ello ha sido analizada—,
es también materia reservada a la Ley Organica. En principio, pa-
rece dificil su inclusién en el régimen electoral general, pues verda-
deramente el proceso electoral queda aqui al margen. Parece, y asi
la presenta la Ley Reguladora de las Bases de Régimen local, que
nos encontramos simplemente ante una competencia del Pleno, ante
un aspecto estrictamente organizativo que hace referencia a las
relaciones entre los 6rganos municipales. Junto a estos dos argu-
mentos ha de ser recordado el criterio restrictivo mantenido en la
sentencia del Tribunal Constitucional de 5 de agosto de 1983: «El
hecho de que el legislador constituyente haya optado por determina-
ciones especificas de reserva de Ley Organica, y no por una previ-
sién generalizada, hace imposible la extensién de esas reservas
a otras materias por considerarlas de andloga importancia... La
exigencia de (mayorias) cualificadas... s6lo puede tener caraicter
excepcional y ha de ser explicitamente prevista en la Constitucién...».

Sin embargo, parece haber motivos suficientes para considerar
que la recepcién y regulacién de la mocién de censura exige Ley
Organica. Lo contrario desvirtuaria, hasta hacerla inoperante, la
exigencia de mayoria absoluta para determinar el sistema de elec-
cién de Alcalde. Dicho mé4s simplemente, seria absurdo que el legis-
lador con una simple mayoria pudiera establecer un procedimiento
de destitucién del Alcalde elegido en virtud de un sistema deter-
minado por Ley Organica. Piénsese, por ejemplo, que si una Ley
Orgénica de elecciones estableciese la eleccién directa del Alcalde
por los vecinos, no tendria sentido imposibilitar a una Ley ordinaria
modificar tal sistema y permitirle, al mismo tiempo, introducir un
sistema de destitucién por decisién de los Concejales, que haria
virtualmente ineficaz el resultado de las elecciones de Alcalde. Pa-
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rece, pues, que un minimo de congruencia exige extender la reserva
del «régimen electoral general» en favor de la Ley Orgéanica a la
regulacién inmediatamente relacionada con la efectividad del resul-
tado electoral.

Los anteriores argumentos se refuerzan cuando lo que se trata
de introducir es la mocién constructiva que establece un nuevo
procedimiento de eleccién de Alcalde. Desde este punto de vista, no
parece siquiera forzar la expresién «régimen electoral general» la
inclusién de la mocién de censura. Esta, no cabe duda, habria de
encontrar sus «lineas constitucionales» en el articulo 140 y afectaria
a la eleccioén, no sélo destitucién, de «instituciones representativas»
de las Entidades territoriales, por lo que, de acuerdo a la doctrina
de la reiterada sentencia del Tribunal Constitucional de 16 de
mayo de 1983, habria que concluir en su caracter organico.

Por otra parte, el argumento de que se trata de un simple as-
pecto organizativo es, cuando menos, equivoco. Los temas electora-
les son, en gran medida, de organizacién, de tal forma que resultan
dificilmente separables. También podria plantearse como una simple
competencia del Pleno el nombramiento de Alcalde y ello no podria
desvirtuar su caracter electoral y, consecuentemente, reserva de Ley
Organica. De hecho, en la Ley Orgéanica 6/1983, de Reforma de las
Elecciones locales, se recogia la eleccién del Presidente de la Dipu-
tacién y el Tribunal Constitucional no realizé pronunciamiento al-
guno contra su caracter organico.

No hay tampoco, en realidad, en esta inclusién de la mocién de
censura constructiva en la reserva de Ley Organica, nada que se
oponga al criterio restrictivo acogido por el Tribunal Constitucio-
nal, pues no se trata de incluir otra materia por considerarla de
andloga importancia, sino de una interpretacién extensiva, légica
y sistematica de la expresién «régimen electoral general». Lejos de
incurrir en la analogia rechazada en este tema por la sentencia del
Tribunal Constitucional de 5 de agosto de 1983, la interpretacién
extensiva que se propone encuentra su apoyo en la misma razén de
la doctrina constitucional: Si «la rigidez del ordenamiento juridico
no puede llevarse mas alld de los supuestos especificamente tasa-
dos», y ¢llo veda la ampliacién por analogia de la reserva de Ley
Organica, ningiin inconveniente puede verse a una interpretacién
de las materias enumeradas en el articulo 81 de la Constitucién que
conduzca a hacer real y efectiva la rigidez expresamente prevista
por la misma Constitucién, como ocurre en el caso de la eleccién
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de Alcalde y su moci6n de censura. En realidad, el mismo Tribunal
Constitucional, pese al expuesto criterio contrario a la analogia, no
ha tenido inconveniente, en su sentencia de 20 de mayo de 1983,
en interpretar ampliamente, quiza excesivamente, la expresién «ré-
gimen electoral general» incluyendo toda la legislacion de elecciones
locales, frente a lo sostenido por un amplio sector doctrinal que
referia la expresién a las elecciones generales o legislativas (32).

II. LA MOCION DE CENSURA AL PRESIDENTE DE LA
DIPUTACION. REFERENCIA A LAS MANCOMUNIDADES
INTERINSULARES, CABILDOS Y CONSEJOS INSULARES

En todo momento, la regulacién de la mocién de censura al
Presidente de la Diputacién ha corrido idéntica suerte en el debate
parlamentario —hasta consagrarse en los articulos 207, 3, de la Ley
Organica de Régimen Electoral General, y 33, 3, de la Ley Regula-
dora de las Bases del Régimen local— que la referente al Alcalde.
La remisién en su contenido al correspondiente articulo en el am-
bito municipal asi lo exigia.

Asi, puede igualmente trasladarse aqui cuanto antes se sefialé
sobre la reserva de la materia a la Ley Organica.

No parece, por el contrario, que las criticas antes realizadas con
respecto a la mocién de censura al Alcalde puedan extenderse a su
recepcién en la Diputacién. El distinto caracter de las elecciones
provinciales, y especialmente de su Presidente, hacen posible y 1til
su consagracién. Hubiera sido, sin embargo, preferible hablar sim-
plemente de destitucién, como hacia el articulo 34, 3, de la Ley de
Elecciones locales de 1978, y no de mocién de censura, expresién
ineludiblemente unida al régimen parlamentario y fuera de lugar
en la Administracién local.

Interesa, no obstante, hacer algunas precisiones especificas res-
pecto de la mocién de censura del Presidente de la Diputacién; par-
ticularmente, en lo que se refiere a las Entidades en que su regula-
cién resulta aplicable y al periodo transitorio hasta su efectiva
entrada en vigor.

En cuanto a lo primero, hay que empezar por recordar, conforme

(32) Puede verse una completa sintesis de las distintas interpretaciones doctrina-
les de la expresién «régimen electoral general», anteriores a la comentada sentencia del
Tribunal Constitucional, en CosCULLUELA MONTANER, L. M.: La Ley de Reforma de
las Elecciones locales (Comentarios a la Ley de 2 de marzo de 1983). Madrid, 1983,
péginas 9 y sigs. ‘
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se indic6 ya anteriormente, la existencia de normas especificas para
las Provincias vascas sobre mocién de censura de su Diputado ge-
neral (33), normas que establecen una regulacién mas completa y no
enteramente coincidente con la de la Ley Orgéanica de Régimen
Electoral General. Tal regulacién prevalece de acuerdo con el ar-
ticulo 39 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen local, segin
el cual: «Los 6rganos forales de Alava, Guipuzcoa y Vizcaya con-
servan su régimen peculiar en el marco del Estatuto de Autonomia
de la Comunidad Auténoma del Pais Vasco». A la misma conclusién
conduce la Disposicién Adicional segunda, 1, de la citada Ley, que
establece que «...los Territorios Histéricos de Alava, Guiptzcoa
y Vizcaya organizaran libremente sus propias instituciones y dicta-
ran las normas necesarias para su funcionamiento...», y mas clara-
mente, por su inclusién en Ley Organica, el articulo 209 de la de
Régimen Electoral General, que deja expresamente a salvo los «re-
gimenes especiales autonémicos y forales». Frente a ello no puede
prevalecer la genérica declaracién de la Disposicién Adicional pri-
mera, 4, que, naturalmente, ha de entenderse con la salvedad ex-
presada.

Dejando al margen el tema de la mocién de censura en las Comu-
nidades Auténomas uniprovinciales, que, evidentemente, responde
a otra légica y regulacién y que queda fuera del objeto de este tra-
bajo, reducido a su operatividad en la Administracién local, si es
necesario aludir a esta técnica de destitucién en las Mancomunida-
des provinciales interinsulares, Cabildos insulares de Canarias y
Consejos insulares de Baleares.

Las Mancomunidades interinsulares de Canarias, pese a ser con-
sideradas «como érganos de representacién y expresién de los inte-
reses provinciales» (art. 41, 2, de la Ley Reguladora de las Bases del
Régimen local), no son asimilables de ninguna forma a las Dipu-
taciones, ni puede afirmarse les corresponda «el gobierno y admi-
nistracién auténoma de la Provincia» (art. 31, 3, LRBRL), por lo
que carece de sentido aplicarles las normas previstas para aquéllas.
Lo anterior se hace especialmente claro en lo que se refiere a la
mocién de censura de su Presidente, dada la forma de su designa-
cién y la composicién de la Mancomunidad, prevista en el articu-
lo 41, 2, de la repetida Ley Reguladora de las Bases del Régimen
local: «Integran dichos 6rganos los Presidentes de los Cabildos
insulares de las Provincias correspondientes, presidiéndolos el del

(33) Véase la anterior nota 10.
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Cabildo de la Isla en la que se halle la capital de la Provincia». Ni
la reducida significacién de esta presidencia ni su atribucién auto-
matica por criterios no electorales permiten siquiera sostener la
duda, y consecuentemente con ello, no hay aqui alusién legal alguna
a la mocién de censura.

Respecto a los Cabildos y Consejos insulares, el problema se
plantea desde el momento en que el articulo 41 de la Ley Reguladora
de las Bases del Régimen local establece para ambos que se rigen
por las normas que regulan la organizacién y funcionamiento de
las Diputaciones provinciales (parrafos 1 y 3). Es esta remision la
que justifica aqui su tratamiento conjunto con la censura en la
Diputacién, pese a tratarse de Entes de naturaleza diferente. ¢ Puede
llevar el referido articulo 41 a entender que es posible la mocién de
censura a los Presidentes de los Cabildos y Consejos insulares?
Entendemos que la respuesta debe ser negativa, pues aunque la ex-
presién «organizacién y funcionamiento» pudiera incluir a la mocién
de censura, el caracter electoral dado a la materia y la consiguiente
reserva de Ley Orgénica inclinan a optar por su exclusién. Dicho
de otra forma, si la mocién de censura se ha considerado acertada-
mente, por su naturaleza electoral, materia regulable tnicamente
por Ley Organica, no puede interpretarse al mismo tiempo que el
contenido de una Ley ordinaria esté haciendo pronunciamientos
sobre esta férmula de destitucién. Asi, el silencio a este respecto
de la Ley Organica 5/1985, de 19 de junio, debe equipararse a ne-
gacién de la mocién de censura en este ambito.

Por otra parte, la atribucién de la presidencia de los Cabildos
insulares canarios al «candidato primero de la lista mas votada en
la circunscripcién insular» (art. 201, 5, de la Ley Orgénica de Régi-
men Electoral General) refuerza la conclusién anterior, pues resulta
incongruente atribuir poder de destitucién a quien no eligi6 al Pre-
sidente, maxime si éste deriva su condicién directamente de los
votos populares. Lo contrario, a mayor abundamiento, haria virtual-
mente inoperante el sistema de eleccién previsto en el citado parra-
fo 5 del articulo 201, o peor atin, lo convertiria en un mero tramite
para elegir, finalmente, a quienes los Consejeros considerasen opor-
tuno (34).

(34) Dificil resulta, sin embargo, trasladar este argumento a los Consejos insu-
lares de Baleares. La regulacién de la eleccién de los miembros de éstos se contiene
en el artfculo 37 del Estatuto de Autonomfa, aprobado por Ley Orgénica 2/1983, de
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La Disposicién Transitoria tercera de la Ley Organica de Régi-
men Electoral General, que, como se indicé antes para el Alcalde,
pospone la aplicabilidad de su regulacién de la mocién de censura
a la celebracién de elecciones locales tras su entrada en vigor, abre
la interrogante de si hasta ese momento no es admisible plantear la
mocién de censura o si, por el contrario, puede hacerse de acuerdo
a lo establecido en el articulo 34, 3, de la Ley de Elecciones locales
de 1978.

No parece que la intencién del legislador —claramente favorable
a la mocién de censura, como demuestra la disminucién de los re-
quisitos necesarios para que prospere— fuese suprimir durante dos
afos lo que ya permitia la legislacién anterior. Sin embargo, la
derogacion expresa y total de la Ley de Elecciones locales (Disposi-
cién Derogatoria de la LOREG) impide aplicar su articulo 34, 3, du-
rante este periodo. Por tanto, se produce la paraddjica consecuencia
de que para pasar de una posibilidad restringida de destitucién
a otra de mayor amplitud, se establece un periodo intermedio de
negacién pura y simple de la competencia del Pleno para destituir
al Presidente. Ello, claro esta, sin perjuicio de que se admita por
via jurisprudencial, de forma similar a como se hizo con el Alcalde.

25 de febrero, articulo que sustituia, antes de nacer, al 39 de la Ley de Elecciones
locales, en la redaccién dada por Ley Orgénica 6/1983, de 2 de marzo, conforme se
explicitaba en la transicién séptima de la citada Ley de Elecciones. Pero nada se
dice en el articulo 37 del Estatuto Balear de la forma de eleccién del Presidente de
los Consejos, por lo que, en este punto, podia entenderse aplicable todavia el 39 de
la Ley de Elecciones locales, que, a su vez, remitia al 34, 2, sobre eleccién del Presi-
dente de la Diputacién. Ahora, tras la derogacién de la Ley de Elecciones locales,
y con el silencio de la Ley de Régimen Electoral General, la cuestién de la mociém
de censura resulta problémética.
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